SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N° 133
RADICACIÓN: 66001318700220190007901
ACCIONANTE: MARTHA AREANDY HUDGSON M
CONFIRMA y ADICIONA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA EDUCACIÓN / NATURALEZA JURÍDICA / CARÁCTER FUNDAMENTAL / RENOVACIÓN DE CRÉDITO POR PARTE DEL ICETEX.
La evolución social tiene como cimiento la buena educación de su elemento humano, es por ello que para el Estado la garantía de este derecho debe ser prevalente y prioritario, y se hace indispensable que para su normal desarrollo se utilicen las herramientas necesarias que permitan una participación activa y equitativa a cada una de las personas e instituciones que en ella intervienen.

Sobre el derecho a la educación en la sentencia T-465/10 la H. Corte Constitucional expuso:

“[…] 4. El derecho fundamental al goce efectivo de la educación. Reiteración de jurisprudencia. 

“La Constitución contempla en sus artículos 67, 68 y 69 lo relacionado con el servicio público educativo, los establecimientos de comunidad educativa, la profesionalización de la actividad docente, la libertad de enseñanza y aprendizaje, la autonomía universitaria, la investigación científica y el acceso a la educación superior. 

“[…] Conforme a las características descritas, la Sala encuentra pertinente hacer énfasis en que la educación es un derecho deber que genera obligaciones tanto para las directivas de los planteles educativos como para los estudiantes sin importar el nivel o grado académico en el que se encuentren[…].”
De conformidad con el marco jurisprudencial al que se acaba de hacer alusión, se tiene que la pretensión que plantea la señora Martha Hudgson en esta acción de tutela, pregona la vulneración del derecho fundamental a la educación, y aunque está atada a un tema de carácter económico, como quiera que busca la renovación de un crédito con el ICETEX, se vislumbra como lo dijo el despacho de primera instancia, la acción de tutela si es procedente para resolver este tipo de problemas jurídicos, toda vez que estamos frente a una estudiante que por medio de un programa especial de crédito para comunidades negras puede ver suspendidos sus estudios ante la decisión de la entidad de no llevar a cabo dicha renovación…
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dos (02) de diciembre de dos mil diecinueve 
                                                                   Acta de Aprobación No. 1087
                                                Hora: 1:20 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por Jefe Oficina Asesora Jurídica (e) del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos –en adelante ICETEX-, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada por la señora MARTHA AREANDY HUDGSON MUÑOZ.
2.- DEMANDA 

Los argumentos de la señora MARTHA HUDGSON se pueden concretar de la siguiente manera: (i) en febrero 25 de 2019 realizó renovación del crédito perteneciente al semestre 2019-1; (ii) en el mes de junio 2019 su estado en la plataforma del ICETEX es “no tiene renovación pendiente y terminó exitosamente el programa de estudios”; (iii) en julio 27 de 2019 la Universidad Cooperativa de Colombia sede Pereira solicitó giro adicional, ya que por motivos del cambio de pénsum del programa de psicología, el programa era de 10 meses y no de 8 meses; (iv) en septiembre de 2019 el ICETEX le negó el giro adicional, y le indicó que debía solicitar los giros adicionales por opción de grado para el período 2019-2; (v) la entidad le exige un certificado en el cual se exprese que finalizó la carrera, cuando en realidad no es así. 
En virtud a lo narrado plantea como pretensión que se ordene al ICETEX el desembolso de cada uno de los semestres que se requieren para culminar su proceso académico.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió y le corrió traslado al ICETEX, y vinculó oficiosamente a la UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA.
- La Jefe Oficina Asesora Jurídica (e) del ICETEX solicitó se deniegue la acción de tutela, y argumentó: (i) mediante el decreto 1627 de 1996 se creó el Fondo Especial de Créditos Educativos para Estudiantes de las Comunidades Negras, el cual facilita el acceso, la permanencia y la graduación de estudiantes de las comunidades negras al Sistema de Educación Superior Incluyente, con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades en relación con el resto de la sociedad colombiana; (ii) el ICETEX en su condición de mandatario administra el fondo conforme a las instrucciones dadas por el Constituyente, para este caso el Ministerio de del Interior es quien decide acerca de la apertura de convocatorias, la destinación de los recursos y demás requisitos, términos y condiciones de funcionamiento del mismo; (iii) revisada de la base de datos se evidenció que MARTHA AREANDY HUDGSON MUÑOZ presentó solicitud de crédito al mencionado fondo, para cursar el programa de psicología en la Universidad Cooperativa de Colombia, la cual fue aprobada en noviembre 26 de 2015; (iv) a la estudiante le han realizado los giros correspondientes para cursar dicha carrera; (v) en el sistema Nacional de información de educación superior SNIES se evidencia que el programa de psicología en la mencionada Universidad es de ocho semestres, sin embargo, en septiembre 05 de 2019 la accionante allegó un certificado de la institución educativa donde indica que el programa académico es de 10 semestres; (vi) por lo anterior, la accionante debe dar cumplimiento a lo establecido en el reglamento operativo en cuanto a la renovación del crédito; y (vii) igualmente se evidenció que la señora MARTHA HUDGSON no aportó el avance del proyecto comunitario y la certificación de AVAL de la organización o consejo comunitario, pero una vez presente la documentación completa, el ICETEX indiciara el desembolso del periodo 2019-2.
- La Directora de la Universidad Cooperativa de Colombia solicitó ser desvinculada del presente trámite de tutela, y argumentó: (i) la accionante no ha terminado su plan de estudios y por ende no es posible certificar lo que requiere el ICETEX; (ii) el cambio de plan de estudios del programa de psicología se hizo efectivo a partir de las cohortes que ingresaron en el año 2016 y la accionante se ha mantenido en el plan vigente que se encontraba al momento de su ingreso a la institución, es decir, con una duración de diez semestres; y (iii) la Universidad no ha vulnerado derecho fundamental alguno, por cuanto los procedimientos se ajustaron a los pedimentos de la accionante en los tiempos establecidos, conforme a la normatividad existente y los acuerdos y reglamentos internos
3.2.- Una vez agotado el término constitucional el despacho de primera instancia profirió decisión tuteló el derecho fundamental a la educación de la señora MARTHA AREANDY HUDGSON MUÑOZ, y ordenó al ICETEX se defina como corresponda la renovación del crédito estudiantil requerido por la accionante, para cursar el noveno semestre de la carrera de psicología en la Universidad Cooperativa de Colombia, lo cual deberán coordinar con dicha institución educativa y la accionante misma. Y de igual manera deberán proceder para el décimo semestre.
Para llegar a la anterior determinación el juez de primer nivel consideró que la acción de tutela es el mecanismo judicial idóneo para resolver las pretensiones de la señora MARTHA HUDGSON, por cuanto el ICETEX impide la permanencia de la estudiante en la institución educativa por un error de la misma entidad, en cuanto no reconoce que el pénsum del programa académico que cursa y para el cual se aprobó el crédito, es de diez semestres y no de ocho, como se lo ha hecho saber para negar el giro de los períodos correspondientes a 2019-2 y 2020-1. Además, se trata de una persona de escasos recursos económicos que para financiar sus estudios acudió al Fondo Especial de Créditos Educativos para Estudiantes de las Comunidades Negras, el cual se creó para facilitar el acceso, permanencia y graduación de estudiantes de esa comunidad.
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término pertinente, la Jefe Oficina Asesora Jurídica (e) del ICETEX, impugnó la decisión, solicitó se revoque la sentencia, y en su lugar se declare improcedente la acción de tutela y se desvincule a la entidad de dicha demanda. Argumentó: (i) que en octubre 21 de 2019 enviaron correo electrónico a la señora MARTHA HUDGSON con el fin de que allegue la documentación para la renovación del período 2019-2 para cursar noveno semestre conforme la orden judicial del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira; (ii) la accionante no puede pretender realizar la renovación semestral del período 2019-2 sin el cumplimiento de la documentación que está en el reglamento operativo del fondo, pero solo cuenta con el certificado emitido por la Universidad en septiembre 05 de 2019; (iii) con posterioridad el claustro certificó que el programa académico que cursa la accionante es de 10 semestres, lo cual acepta el ICETEX y está dispuesto a realizar los giros restantes; sin embargo, no es dable que deje de cumplir los requisitos del reglamento operativo; y (iv) el problema jurídico planteado por la accionante es de carácter económico y no puede resolverse por vía de tutela.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto tuteló el derecho fundamental a la educación de la señora MARTHA AREANDY HUDGSON MUÑOZ. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La evolución social tiene como cimiento la buena educación de su elemento humano, es por ello que para el Estado la garantía de este derecho debe ser prevalente y prioritario
, y se hace indispensable que para su normal desarrollo se utilicen las herramientas necesarias que permitan una participación activa y equitativa a cada una de las personas e instituciones que en ella intervienen.
Sobre el derecho a la educación en la sentencia T-465/10 la H. Corte Constitucional expuso:

“[…] 4. El derecho fundamental al goce efectivo de la educación. Reiteración de jurisprudencia. 
La Constitución contempla en sus artículos 67, 68 y 69 lo relacionado con el servicio público educativo, los establecimientos de comunidad educativa, la profesionalización de la actividad docente, la libertad de enseñanza y aprendizaje, la autonomía universitaria, la investigación científica y el acceso a la educación superior. 

[…] Conforme a las características descritas, la Sala encuentra pertinente hacer énfasis en que la educación es un derecho deber que genera obligaciones tanto para las directivas de los planteles educativos como para los estudiantes sin importar el nivel o grado académico en el que se encuentren. Por ejemplo, la institución educativa tiene el deber de ofrecer una enseñanza de calidad, dentro de la finalidad de la institución y sobre todo bajo los presupuestos de la libertad de enseñanza, investigación, aprendizaje y de cátedra, entre otros.   

De otra parte, para el estudiante presupone cumplir con los deberes y obligaciones que en la mayoría de los casos o a nivel básico se encuentran contemplados en el reglamento estudiantil. Así, su inobservancia permite al estudiante o a las autoridades de determinada institución efectuar las reclamaciones o sanciones que correspondan, siempre que se observe y respete el debido proceso, para corregir situaciones que estén por fuera de la Constitución, de la ley o del ordenamiento interno del ente educativo.

En conclusión, el derecho al goce efectivo y fundamental a la educación conlleva obligaciones tanto para el Estado como para las instituciones educativas y los estudiantes, cuya observancia impone a todas las partes del proceso educativo, el deber de cumplir con los requisitos contenidos en los reglamentos […]”.
De conformidad con el marco jurisprudencial al que se acaba de hacer alusión, se tiene que la pretensión que plantea la señora MARTHA HUDGSON en esta acción de tutela, pregona la vulneración del derecho fundamental a la educación, y aunque está atada a un tema de carácter económico, como quiera que busca la renovación de un crédito con el ICETEX, se vislumbra como lo dijo el despacho de primera instancia, la acción de tutela si es procedente para resolver este tipo de problemas jurídicos, toda vez que estamos frente a una estudiante que por medio de un programa especial de crédito para comunidades negras puede ver suspendidos sus estudios ante la decisión de la entidad de no llevar a cabo dicha renovación, muy a pesar que la accionante y la Universidad aseveran que cumple los requisitos para continuar cursando la carrera, y que el documento exigido por la entidad no es posible aportarlo ya que la estudiante no ha terminado materias.
De acuerdo con la información que brinda el ICETEX y la misma accionante -en los hechos de la demanda y en la declaración juramentada que rindió ante esta Corporación-, se tiene lo siguiente: (i) la joven MARTHA HUDGSON solicitó la renovación del crédito para la matrícula del período académico 2019-2 –noveno semestre-, sin embargo, el ICETEX le negó dicha posibilidad por cuanto el pénsum para ese programa es de ocho semestres y no de diez; (ii) la entidad le informó a la estudiante que la única posibilidad de financiación del noveno semestre de la carrera era mediante un giro adicional, y que debía aportar un certificado de la Universidad en el cual se indicara que finalizó la carga académica; (iii) la estudiante y la facultad informaron al ICETEX que el pénsum para el cual se había matriculado era de diez semestres y no se podía certificar la terminación de materias, ya que solo había superado el octavo semestre; y (iv) como quiera que la entidad exigía un documento que no se podía expedir, la estudiante acudió a este mecanismo constitucional.

De lo narrado hasta ahora se pude concluir que razón le asiste al juez de primera sede cuando señala que el ICETEX le impuso a la estudiante una exigencia imposible de acatar, la que además se convirtió en un obstáculo para acceder al crédito educativo en la misma modalidad que lo había adquirido inicialmente; de ese modo, se dificulta que por intermedio del Fondo Especial de Créditos Educativos para Estudiantes de las Comunidades Negras pueda continuar el programa académico de psicología que cursa en la Universidad Cooperativa de Colombia. 
Como se indicó anteriormente, el derecho al goce efectivo y fundamental a la educación implica de las partes el cumplimiento de todos los requisitos contenidos en los reglamentos, empero, no se puede obligar a una de las partes a realizar lo imposible, en este caso a expedir una certificación de terminación de materias cuando ello no ha ocurrido.
En la impugnación el ICETEX argumenta que no existió un error por parte de ellos al momento exigirle a la accionante el referido documento, sin embargo, en uno de los correos que le enviaron a la estudiante le indicaron: “[…] previa validación con la vicepresidencia de fondos, se estableció que no es posible proceder de manera favorable con la autorización del giro adicional por cambio de pénsum, teniendo en cuenta que el Fondo Comunidades Negras no contempla dicha financiación; sin embargo, se comunica que el beneficiario tiene derecho a dos giros adicionales por opción de grado los cuales puede solicitar a través de la oficina de ICETEX, allegando la siguiente documentación: 1. Certificado de la Institución indicando que el estudiante finalizó su carga académica y requiere un Giro Adicional por opción de grado para el período 2019-2. Este documento debe indicar que el beneficiario se encuentra realizando la tesis o trabajo de grado. Dicha certificación debe indicar de qué período a que período está desarrollando el mismo […]”

En ese orden de ideas, el ICETEX si tuvo una confusión en cuanto al número de semestres que debía cursar la joven MARTHA HUDGSON, y por esa razón le exigió un documento que no era necesario, el cual la obliga a cambiar la modalidad del crédito que actualmente tiene, cuando está claro que la estudiante no ha culminado materias.

Ya en el recurso de impugnación la entidad señala que está dispuesta a realizar los giros restantes, como quiera que la Universidad había certificado que el número de semestres que debía cursar la accionante son diez y no ocho; no obstante lo dicho, la estudiante debía aportar los demás requisitos para continuar con la renovación del crédito, los cuales son: (i) el recibo de matrícula que indique el semestre a cursar; (ii) el formato de actualización de datos; (iii) el certificado de notas del semestre anterior que acredite un promedio académico mínimo de 3.00; y (iv) presentar un informe demostrativo de avance del trabajo comunitario avalado de acuerdo con el artículo décimo séptimo del reglamento.
Sea como fuere, considera el Tribunal que no se puede declarar un cumplimiento de la sentencia como lo pide el ICETEX, toda vez que la accionante advirtió que no ha podido actualizar los datos para que dichos documentos sean recibidos, porque la entidad no ha habilitado la página de internet para tal fin con el argumento de no conocer la notificación de la sentencia del juez de primera instancia.
Si bien la entidad demandada manifiesta que para continuar con el proceso de renovación la accionante debe aportar los ya mencionados documentos, lo cierto es que la interesada no los ha podido radicar en el ICETEX ante la negativa de la oficina de Pereira en recibirlos. Y esa falta de comunicación que ha existido entre la oficina del ICETEX en Bogotá con la sede de atención al usuario en Pereira, no ha permito que se lleve a cabo el proceso de renovación, en cuanto la misma señora MARTHA HUDGSON señaló que en varias oportunidades en la oficina de Pereira le han dicho que no conocen la orden del juez de tutela. Afirmación incomprensible dado que la demandada ejerció el derecho de impugnación y atacó la decisión de primera instancia, luego entonces, constituye un sofisma de distracción como quiera que si se impugnó el fallo es porque se sabía de su contenido; en otras palabras, sí estaban enterados de la sentencia proferida en octubre 15 de 2019, la cual se notificó por correo electrónico.

Se aprecia por tanto, que el derecho fundamental a la educación de la accionante continua siendo afectado y se le ha puesto un obstáculo insalvable para que pueda acceder al noveno semestre del programa de psicología, ante la falta de coordinación que existe entre la oficina del ICETEX en Bogotá con la de Pereira, y esos desórdenes administrativos no se le pueden descargar a la usuaria del servicio.
A juicio de la Sala deviene imperativo por tanto confirmar la sentencia objeto de impugnación, pero se adicionará la orden impuesta por el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en el sentido que el ICETEX debe habilitar en la plataforma de internet el link por medio del cual la accionante MARTHA AREANDY HUDGSON MUÑOZ pueda llevar a cabo la actualización de sus datos, con el fin de poder radicar los documentos que le han sido exigidos, por lo tanto, le corresponde a la oficina del ICETEX en Bogotá informar a la sede en Pereira del trámite que se adelanta en este asunto para que el proceso de renovación del crédito pueda culminar de manera exitosa.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento, pero se ADICIONA la orden que ya fue impuesta por el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en el sentido que el ICETEX debe habilitar en la plataforma de internet el link por medio del cual la accionante MARTHA AREANDY HUDGSON MUÑOZ pueda llevar a cabo la actualización de sus datos, con el fin de poder radicar los documentos que le han sido exigidos; por tanto, le corresponde a la oficina del ICETEX en Bogotá informar a la sede en Pereira del trámite que se adelanta en este asunto, para que el proceso de renovación del crédito pueda culminar de manera exitosa.
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� La Sentencia T-671/06 prescribe al respecto: “La educación es un elemento indispensable para el desarrollo humano, ya que ofrece al individuo bases que le permitirán desempeñarse en el medio cultural que habita, al igual que recibir y racionalizar la información que existe a su alrededor y ampliar sus conocimientos. Es el factor de integración por excelencia, razón por la cual resulta imperativo su reconocimiento como derecho fundamental.”.[…] En la jurisprudencia de esta corporación, además, se ha hecho énfasis en la educación como un derecho personalísimo. Así mismo se considera importante, que de su núcleo esencial haga parte la permanencia en el sistema educativo y que como principal prestador del servicio público de educación, el Estado es quien debe desarrollar y adelantar políticas y gestiones necesarias para que el acceso se facilite y su cubrimiento permita asegurar una adecuada prestación, todo esto, con el fin de cumplir con los postulados de un Estado social de derecho”
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